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Del examen de los antecedentes que ilustran por ahora esta causa judicial, concluye el Juzgado que 

no goza de competencia para tramitar este asunto, conforme los argumento que se exponen a 

continuación. 

 

Advierte el Juzgado que en el presente litigio (archivo 01), se pretende demandar a la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES, con el fin de solicitar el 

reconocimiento de la pensión de vejez a favor de LUZ STELLA GARCÍA GONZÁLEZ, conforme al 

Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año. De igual forma, procura que se 

declare que tiene derecho al reajuste de su pensión de vejez y en consecuencia, que se ordene la 

reliquidación de la misma con una tasa de remplazo del 90% y un IBL de $ 4.534.220, por lo que solicita 

el pago del respectivo retroactivo pensional a partir del 13 de enero de 2021. 

 

En lo que interesa a este asunto, como soporte fáctico de tal petición, indicó que nació el día 3 de junio 

de 1952 y que es beneficiaria del régimen de transición, en tanto que al 1° de abril de 1994 tenía 41 

años 9 meses y 28 días de edad. Asimismo, que ingresó a laborar a la Rama Judicial el día 4 de agosto 

de 1980, haciendo sus aportes a CAJANAL (hoy UGPP) hasta el 30 de junio de 2009, fecha a partir de 

la cual empezó a realizar sus cotizaciones al ISS hoy COLPENSIONES. En todo caso, que se retiró del 

servicio como empleada de la Rama Judicial el día 12 de enero de 2021. 

 

Pues bien, del examen de los antecedentes que ilustran por ahora esta causa judicial, se concluye que 

no goza de competencia para tramitar y dirimir  el referido debate. El libelo gestor, como quedó indicado,  



se dirige en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES, esto 

es una entidad de derecho público que administra el régimen de seguridad social de Prima Media con 

Prestación Definida y la demandante, al momento de adquirir su status pensional, gozaba de la calidad 

de empleada pública.  

 

En las anotadas condiciones y en las previsiones del numeral 4° del artículo 104 del CPACA, el 

conocimiento de este litigio le corresponde a la jurisdicción de lo contencioso administrativo. La citada 

norma es del siguiente tenor literal: 

 

“(…) DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. La Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la 

Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, 

contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén 

involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa. 

 

Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 

 

(…) 

 

4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado, y la 

seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté administrado por una persona de 

derecho público.” 

 

Tal ha sido la postura de la Corte Constitucional, como encargada de dirimir los conflictos de 

jurisdicción, en las previsiones del numeral 11 del artículo 241 de la Constitución Política, que fuera 

adicionado por el artículo 14 del Acto Legislativo 2 de 2015.  

 



Sobre tal tópico, la citada Corporación en providencia A-490 del 11 de agosto de 2021, M.P. Gloria 

Stella Ortiz Delgado, ha precisado:  

 

“Sobre la competencia para conocer las controversias en materia de seguridad social 
que involucran a empleados públicos. Alcance del numeral 4º del artículo 104 del 
CPACA[25] 
  
11. El artículo 104 del CPACA determina la competencia de la jurisdicción contencioso 
administrativa. En su numeral 4, ese artículo, señala que la jurisdicción contencioso 
administrativa también está instituida para dirimir los conflictos “relativos a la relación legal y 
reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado, y la seguridad social de los mismos, 
cuando dicho régimen esté administrado por una persona de derecho público”. Este numeral se 
refiere, de un lado, a las controversias laborales y, de otro, a los asuntos relacionados con la 
seguridad social. 
  
12. El Consejo Superior de la Judicatura se pronunció en varias oportunidades respecto del 
alcance de ese numeral, en lo que atañe, de manera particular, a los asuntos relacionados con 
la seguridad social. Así, precisó de manera general que, a partir de su contenido normativo, “los 
procesos judiciales relativos a la seguridad social de los empleados públicos, cuando su 
régimen sea administrado por una persona de derecho público, son los únicos litigios en 
materia de seguridad social que pueden ser tramitados ante la jurisdicción especial de lo 
contencioso administrativo”[26] (Negrillas fuera del original). Por ende, cuando la demanda 
verse sobre controversias en el sistema de seguridad social que involucren a otro tipo de 
trabajadores distintos a los empleados públicos, será competente la jurisdicción ordinaria[27]. 
  
13. Con todo, debe precisarse que en el seno de esa misma Corporación surgió una posición 
que se aparta de esta visión preliminar, al hacer una aproximación literal de la norma enunciada 
del CPACA[28]. Para comprender mejor sus alcances, se recuerda, de hecho, que el contenido 
del artículo 104-4 en mención, reza lo siguiente: 
  
“Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la 
Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, 
contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén 
involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa. // 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: (…) // 4. Los relativos a la relación legal y 
reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado, y la seguridad social de los mismos, 
cuando dicho régimen esté administrado por una persona de derecho público”. 
  
De conformidad con esta posición, de la literalidad del precitado artículo 104 no se deriva 
necesariamente la conclusión destacada en el punto anterior. De acuerdo con la norma, la 
jurisdicción contencioso administrativa no se concentraría solo en las cuestiones que involucren 
a los empleados públicos sino que se haría extensiva a otro tipo de trabajadores, en la medida 
en que se refiere a los servidores públicos. De hecho, según esta perspectiva, la norma propone 
en su numeral 4º dos posibilidades en materia de competencia, así: “las dos hipótesis 
consagradas por el numeral 4° del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011 son: i) los diferendos 
relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado, y ii) 
aquellos relativos [a] la seguridad social de [los servidores públicos], cuando dicho régimen esté 
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administrado por una persona de derecho público”[29]. Según esta interpretación de la norma, 
en cuanto al primer debate referido, sólo se le atribuyen a esa jurisdicción los asuntos que 
convoquen a empleados públicos, ya que ellos son los únicos que tienen una relación legal y 
reglamentaria con la entidad pública de la que se trate. Un entendimiento de la primera parte 
del artículo 104.4 de la misma codificación, correspondería con lo dispuesto en el numeral 4º 
del artículo 105 del CPACA[30], que determina expresamente que “[l]os conflictos de carácter 
laboral surgidos entre las entidades públicas y sus trabajadores oficiales” están excluidos del 
conocimiento de los jueces administrativos. En consecuencia, según esta postura, la  materia 
señalada de manera inicial por el artículo 104 -relativa a la relación laboral de la que es parte 
un empleado público-, está expresamente asignada a la jurisdicción contencioso administrativa. 
  
El segundo asunto del que trata el artículo 104.4 del CPACA, relativo particularmente a la 
seguridad social, no puede entenderse del mismo modo. Para esta posición minoritaria del 
Consejo Superior de la Judicatura, la disposición, al tratar las materias propias de la seguridad 
social, hace referencia a los servidores públicos en general y no solamente a los empleados 
públicos. En efecto, “el sujeto activo de la norma sigue siendo el servidor público”[31], de modo 
que “las circunstancias que limitan la competencia de la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo respecto del conocimiento de controversias relativas a los servidores públicos 
dentro de la primera hipótesis, no pueden ser aplicadas a la segunda, para caracterizar al sujeto 
al punto de modificarlo”. Bajo ese entendido, “no resulta plausible considerar que el numeral 4° 
del artículo 104 del CPACA otorgue la competencia a la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo sólo para conocer de los litigios relativos a la seguridad social de los empleados 
públicos, pues su texto se refiere a los servidores públicos cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público (…) interpretación [que] guarda estricta 
coherencia con el criterio orgánico o subjetivo prevalente [en] la ley 1437 de 2011”.  En ese 
sentido, como la noción de servidor público incluye tanto a los empleados públicos como a los 
trabajadores oficiales, esta lectura de la norma permitiría el eventual conocimiento de los 
asuntos en materia de seguridad social, frente a ambos grupos de trabajadores, a la jurisdicción 
contenciosa. 
  
14. Ahora bien, conforme a la jurisprudencia más reciente y pacífica de la Corte 
Constitucional[32], del Consejo de Estado[33] y del Consejo Superior de la Judicatura[34], se 
entiende que la competencia de la jurisdicción contencioso administrativa en asuntos sobre la 
seguridad social surge específicamente de la naturaleza de la vinculación del trabajador, al 
momento en que se causa la prestación correspondiente. Bajo esa óptica, se ha concebido que 
cuando la vinculación del reclamante se funda en el ordenamiento jurídico, y este rige su relación 
laboral legal y reglamentaria, a través de disposiciones prestablecidas que anteceden al 
nombramiento y al desarrollo de la labor, se trata de un empleado público y resulta ser un asunto 
de interés para la jurisdicción contencioso administrativa[35]. Por el contrario, cuando la relación 
se encuentra normada y sus detalles establecidos en un contrato laboral, de carácter 
eminentemente negocial[36], en el que confluyen la voluntad de la administración y la del 
trabajador oficial, se trata de un asunto que, residualmente, le compete a la jurisdicción ordinaria, 
en su especialidad civil. Desde ese punto de vista, los asuntos tanto laborales como aquellos 
propios de la seguridad social, que atañen a empleados públicos son de competencia de la 
jurisdicción contencioso administrativa; entretanto, aquellos que conciernen a los trabajadores 
oficiales son propios de la ordinaria. 
  
Un factor que, además, se debe articular con el análisis de la naturaleza de la entidad que 
administra el régimen de seguridad social aplicable[37], pero que en cualquier caso resulta 
prácticamente definitivo, si se tiene en cuenta que “los conflictos derivados de la seguridad social 
de trabajadores del sector privado o de empleados vinculados a través de un contrato de trabajo 
(trabajadores oficiales), deben ser dirimidos por la jurisdicción ordinaria laboral, aun cuando lo 
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concerniente a la seguridad social de dichos trabajadores esté administrado por una persona 
de derecho público, puesto que el criterio que fija la competencia no es la existencia de un acto 
administrativo que define la situación prestacional, sino la naturaleza jurídica de la vinculación 
laboral”[38]. Así las cosas, si el demandante tuvo la calidad de empleado público, y una 
persona de derecho público es quien administra el régimen de seguridad social que le aplica, 
la jurisdicción de lo contencioso administrativo deberá conocer el asunto. En concreto, la 
competencia de la jurisdicción contencioso administrativa se determina mediante estos dos 
factores concurrentes. 
  
Esta, como se ve, es una posición mucho más armónica, precisa y conducente que aquella 
minoritaria surgida en el seno del Consejo Superior de la Judicatura. Por un lado, i) el vínculo 
contractual o reglamentario es el que define la autoridad judicial competente para asumir el 
conocimiento del caso. La naturaleza del nexo entre el individuo y la administración pública 
orienta a los jueces para estimar la competencia en razón de la materia. De tal suerte, cuando 
su relación está regida por un acuerdo de voluntades prestablecido por el Legislador y por la 
administración, su carácter estatutario, implica que sea de relevancia para lo contencioso 
administrativo, por lo que las controversias (laborales o de la seguridad social) que convoquen 
a empleados públicos y a administradoras de derecho público son asuntos propios del juez 
administrativo. En cambio, cuando la relación laboral está mediada por un acuerdo de 
voluntades que puede convenirse entre dos partes, una de las cuales es una entidad pública, 
es un asunto que concierne a la jurisdicción ordinaria en la que suelen dirimirse los conflictos 
derivados de un contrato de trabajo. 
  
Además, esa última posición ii) ofrece una explicación coherente sobre el alcance del artículo 
104.4 del CPACA, pues no genera una disonancia, inexistente, entre el entendimiento de la 
primera parte del numeral y el de la segunda, contribuyendo a una comprensión homogénea de 
la norma. También es preciso advertir que, iii) es compatible con la exclusión que hace el artículo 
105.4 del CPACA, que refiere explícitamente a que aquellas controversias laborales de los 
trabajadores oficiales no son del conocimiento del juez administrativo. Entender, que los 
conflictos de la seguridad social sí lo son, se opone a la lógica misma que exhibió el Legislador 
al considerar las dos normas antes referidas. 
  
15. Con todo, es importante precisar qué se entiende por empleado público, para así evitar 
confusiones con respecto al alcance de la competencia asignada. En ese sentido, es pertinente 
resaltar que, de acuerdo con el artículo 123 de la Constitución, “son servidores públicos los 
miembros de las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus 
entidades descentralizadas territorialmente y por servicios”, que “están al servicio del Estado y 
de la comunidad, y ejercen sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el 
reglamento”. La noción genérica de servidor público, en consecuencia, incluye a todas las 
personas naturales que tienen una relación laboral con el Estado, y trabajan a su servicio para 
efectos de asegurar el cumplimiento de los fines constitucionales[39]. Dentro de esa 
perspectiva, bajo esta expresión general, existen diversas formas de vinculación o de relación 
laboral entre tales particulares y la administración pública que, según la clasificación tradicional 
acogida por la legislación, la jurisprudencia y la doctrina comprende a: (i) los empleados públicos 
y (ii) los trabajadores oficiales[40]. 
  
Un empleado público, por lo tanto, es aquel tipo de servidor que tiene una relación legal y 
reglamentaria con la entidad para la que presta sus servicios[41], de modo que las condiciones 
de su labor no se fijan en un contrato laboral, sino que se encuentran especificadas, de manera 
previa, en la ley y en los reglamentos[42]. Su relación laboral surge de un acto condición[43] (el 
acto administrativo de nombramiento[44]), mediante el cual se designa en el cargo a una 
persona, y esta debe consentir en él. En ese sentido, se ha entendido que el funcionario solo 
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adquiere los derechos y deberes propios del cargo en el momento en que toma posesión de 
este, por ser el nombramiento un acto que se formaliza con el hecho de la posesión[45]. Sin 
embargo, la Corte ha precisado que la posesión, no es un acto administrativo[46] sino un “hecho 
en cuya virtud la persona asume… esas funciones deberes y responsabilidades, bajo promesa 
de desempeñarl[as] con arreglo a la Constitución y la Ley”[47]. Por ello, del acto de posesión 
queda un registro escrito, cuya utilidad es precisar en forma clara y veraz los pormenores de 
esa promesa y del cumplimiento de determinadas exigencias legales[48], que autorizan el 
desarrollo del cargo[49]. 
  
En contraste, los trabajadores oficiales suscriben un contrato laboral con el Estado[50] y se 
desempeñan en labores que realizan o pueden desarrollar los particulares, como la construcción 
y el sostenimiento de obras públicas, entre otras[51]. De lo que se desprende que la distinción 
entre ambas categorías radica en la naturaleza del vínculo y en las funciones desarrolladas. 
  
16. Así, para efectos de la determinación de la competencia en estas materias, la regla indica 
que en los eventos en que se acredite en forma simultánea, la calidad de empleado público del 
demandante y la administración del régimen aplicable al interesado sea por cuenta de una 
persona de derecho público, el conocimiento del asunto corresponderá a la jurisdicción 
contencioso administrativa. Mientras que, cuando la controversia involucre a un trabajador 
oficial, la competencia radicará en la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral y de la 
seguridad social. En ese sentido y con fundamento en el artículo 104 del CPACA[52], se 
concluye que el conocimiento de los procesos en que se discutan materias de la seguridad 
social entre administradoras de derecho público y servidores públicos con los que exista una 
relación legal y reglamentaria, la competencia le corresponde a la jurisdicción contencioso 
administrativa.” 
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En ese sentido, resulta claro que la jurisdicción ordinaria no goza de competencia para conocer de la 

acción pretendida por la demandante, en tanto que la demandante gozaba de la calidad de empleada 

pública, al servicio de la Rama Judicial, al momento en que adquirió su status pensional e incluso fue 

ésta su última vinculación. En todo caso, el régimen de seguridad social al cual pertenece se encuentra 

administrado por una entidad de derecho público, como lo es COLPENSIONES, por lo que concurren 

los dos requisitos establecidos jurisprudencialmente para que el conocimiento de este asunto deba 

asumirlo la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.  

 

Debe señalar el Juzgado que no se comparte el argumento expuesto por el apoderado promotor del 

litigio, cuando señala que es la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral, la competente para 

conocer de este trámite, conforme a los recientes pronunciamiento de la H. Corte Suprema de Justicia, 

específicamente, la Sentencia SL 2603-2017, en la que señaló ser competente para conocer asuntos 

del régimen de transición del ISS o la aplicación del Sistema General de Seguridad Social contenido 

en la Ley 100 y sus modificaciones.  

 

Al respecto, es pertinente señalar que este Despacho se aparta de la tesis jurisprudencial forjada por 

la citada Corporación, respecto a la competencia de esta jurisdicción para conocer asuntos como el de 

marras, que fue vertida en la Sentencia SL 2813 del 1° de julio de 2020, M.P. Fernando Castillo Cadena, 

que fue reiterada en Sentencia SL 356 del 8 de julio de 2021, en el siguiente sentido: 

 

“Sobre este aspecto, que antaño pudo haber causado confusiones y generado diversos 

pareceres, ya la Corte ha venido asentando una doctrina, en particular recogida en la 

sentencia CSJ SL2813-2020, que a su vez memora el fallo CSJ SL288-2018 y que aquí se 

reitera, en la que se dilucidó el tema de la siguiente manera: 

 

Para dar respuesta a este punto basta acudir a la sentencia CSJ SL288-2018, en la que Sala 
explicó con profusión que en los eventos en que se pretende la reliquidación de una pensión 
reconocida con fundamento en el régimen de transición estatuido en el artículo 36 de la Ley 100 
de 1993, como la aquí reconocida, por tratarse de un conflicto propio del sistema general de 
seguridad social integral le corresponde su definición a la jurisdicción ordinaria laboral.  
 
Así razonó: 



 
[…] frente al reproche jurídico planteado, cabe indicar que aunque para esta Corte y para el 
Consejo de Estado, la condición de empleado público o trabajador oficial, tuvo importancia en 
la medida en que determinó el régimen del que parcialmente se benefician en elementos como 
la edad, el tiempo de servicios o densidad de cotizaciones, y la tasa de reemplazo de la pensión, 
en las condiciones en que lo prevé el régimen de transición del Sistema de Seguridad Social 
Integral en pensiones, lo cierto es que en la actualidad, tal controversia está zanjada en tanto 
es la jurisdicción ordinaria la que tiene asignado su conocimiento. 
 
Aun cuando es cierto que el conocimiento de los conflictos de todo orden en que se veían 
involucrados empleados públicos, incluidos los propiamente pensionales y los derivados de la 
enfermedad, invalidez y muerte, ha correspondido a la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, regla en la que es indudable la prevalencia de la naturaleza del vínculo como 
factor de competencia exclusivo y último, pues es la que conoce de los procesos de 
restablecimiento del derecho de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, lo 
cierto es que con la expedición de la Ley 100 de 1993 que creó el denominado «sistema de 
seguridad social integral» entendido como el conjunto armónico de instituciones, normas y 
procedimientos, conformado por los sistemas de pensiones, salud, riesgos profesionales y 
servicios sociales complementarios consagrados en dicha ley, con el propósito, entre otros, de 
unificar las instituciones, regímenes, procedimientos y prestaciones para alcanzar los fines de 
la seguridad social, y de esta forma poner punto final o por lo menos atenuar la dispersión de 
regímenes y de entes administradores, estos fueron asignados a la jurisdicción ordinaria. 
 
A partir de este momento, se avanzó significativamente en el establecimiento de un sistema 
único sin importar la clase de vínculo que atara al servidor con su empleador, tanto que incluso 
contempló la posibilidad de afiliación de trabajadores independientes o contratistas autónomos, 
aunque lógicamente se mantuvieron diversos regímenes (el contributivo y el subsidiado; el de 
prima media y el de ahorro individual, así como los de transición en materia de pensiones) y 
algunos sectores, sobre todo de servidores oficiales, quedaron expresamente excluidos del 
nuevo sistema. 
 
Con este proceso de unificación sustantiva, se implementó un proceso de unidad de jurisdicción 
con el fin primordial de que el conocimiento de las controversias derivadas de la aplicación 
sistema se asignara a una sola jurisdicción con base en la materia propiamente dicha y no en 
la naturaleza del vínculo. Es así como, inicialmente se expidió la Ley 362 de 1997, –que ya no 
está vigente- cuyo artículo primero dispuso que la jurisdicción del trabajo estaba instituida para 
conocer «de las diferencias que surjan entre las entidades públicas y privadas, del régimen de 
seguridad social integral y sus afiliados», con lo cual se pretendió materializar el propósito 
unificador de que antes se habló bajo la idea de que el nuevo sistema iba a operar de manera 
perfecta, y que las prestaciones siempre iban a estar a cargo de un ente de seguridad social, 
como lo entendió la jurisprudencia, de suerte que en las controversias que surgieran siempre 
iba a estar en uno de los extremos de la disputa un ente de la seguridad social. 
 
Luego la Ley 712 de 2001, profundizó el proceso de unidad jurisdiccional antes referido, en cuyo 
artículo 2º se previó que la jurisdicción ordinaria, en sus especialidades laboral y de seguridad 
social, conoce de «4. Las controversias referentes al sistema de seguridad social integral que 
se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades 
administradoras o prestadoras, cualquiera que sea la naturaleza de la relación jurídica y de los 
actos jurídicos que se controviertan.», y varió el nombre asignado a la especialidad laboral de 
la jurisdicción ordinaria y al código de la materia, al determinar que se denominaría «del Trabajo 
y de la Seguridad Social», agregado que no puede entenderse como un simple recurso 
ornamental o retórico sin ninguna incidencia práctica, sino con enorme repercusión en la 



concepción y contenido de esta rama especializada, ya no circunscrita a los conflictos derivados 
del contrato de trabajo y materias conexas sino a los que tengan que ver con esa nuevo sector 
del quehacer jurídico que se ha dado en llamar la seguridad social. 
 
La anterior apreciación es reafirmada por el contenido del numeral 4º, donde se le asigna la 
competencia para conocer de los conflictos referentes al sistema de la seguridad social integral 
cualquiera que sea la naturaleza de la relación jurídica y de los actos jurídicos que se 
controviertan, donde fácilmente se advierte, que el énfasis para la determinación de la 
competencia ya no se hace en el elemento subjetivo, es decir la calidad de los intervinientes en 
el proceso (la entidad de seguridad social y sus afiliados), como lo preceptuaba la disposición 
anterior, sino en la materia objeto de la disputa, cualquiera sea la naturaleza del hecho o acto o 
los sujetos involucrados, sin que sea determinante el que haya o no afiliación al sistema. 
 
Ahora bien, por sistema de seguridad social integral debe entenderse el comprendido en la Ley 
100 de 1993 y normas que la modifiquen o adicionen, por consiguiente cualquier conflicto en 
que se persigan prestaciones o derechos contemplados en tales disposiciones, corresponde 
conocerlas sin ninguna duda a la jurisdicción del trabajo y de la seguridad social, sin que importe 
que la misma deba ser asumida por el empleador oficial directamente, pues el elemento 
definitivo para determinar la competencia es la prestación pretendida y no el carácter del sujeto 
obligado, como se deduce no solo del texto literal de la norma que se viene examinando, sino 
de la teleología de la misma, que no es otra que atribuir a una sola rama de la jurisdicción el 
conocimiento de las controversias en este campo, con el fin de que se alcance el objetivo de 
unidad jurisprudencial y no que diversas jurisdicciones puedan pronunciarse sobre unas mismas 
prestaciones, corriendo el riesgo de que se produzcan doctrinas contrapuestas, situación que el 
legislador quiso evitar. 
 
Por lo tanto, si el derecho al que aquí se aspira es a la reliquidación de la pensión adquirida, 
que fue otorgada en régimen de transición, conforme el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, es 
evidente que se trata de un conflicto inherente a la seguridad social integral, cuyo conocimiento 
por lo mismo corresponde a esta jurisdicción, sin que la situación varíe por el hecho de que la 
prestación resulte finalmente a cargo de CAJANAL, porque tal competencia se adquiere sin que 
importe la naturaleza de la relación jurídica, de los actos jurídicos que se discutan o del sujeto 
que quede obligado.” 

 

Este Despacho se aparta de tal tesis como quiera que, constitucionalmente, la función de dirimir los 

conflictos de jurisdicción radica en cabeza de la Corte Constitucional y en ese sentido, sus criterios 

jurisprudenciales en ese sentido se tornan obligatorios, por lo que, al encontrarse una discrepancia en 

el criterio de la jurisdicción competente para conocer de este litigio, este Juzgado se acoge a lo 

señalado por la máxima guardiana de la Constitución.  

 

Conforme lo anterior, este Despacho declarará la falta de competencia para conocer este asunto y 

atendiendo las previsiones del artículo 139 del C.G.P y el inciso 2° del artículo 90 ibidem, aplicable al 

proceso laboral por autorización expresa del artículo 145 del CPTSS, habrá lugar al rechazo de la 



demanda y se ordenará su remisión al competente, esto es, a los JUZGADOS ADMINISTRATIVOS DE 

ARMENIA, por intermedio de la Oficina Judicial que realiza las funciones de reparto.  

 

Por lo expuesto, el JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE ARMENIA QUINDÍO, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: RECHAZAR la demanda interpuesta por la señora LUZ STELLA GARCÍA GONZÁLEZ, en 

contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES, por carecer de 

competencia para conocerla, conforme a lo indicado en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, REMITIR la demanda junto con sus anexos a los JUZGADOS 

ADMINISTRATIVOS DE ARMENIA, por intermedio de la Oficina Judicial, para que se surta el 

correspondiente reparto, por ser los competentes para conocer de esta causa judicial. 

  

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

LUIS DARÍO GIRALDO GIRALDO 

Juez 

23/05/2022- DCBH   
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